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ILTMA. CORTE DE APELACIONES DE ANTOFAGASTA 

 

 FRANCISCO JAVIER LABRAÑA ARAYA, chileno, abogado, domiciliado en calle Prat 

N°814, oficina 502, Valparaíso, a SSI. con el mayor de los respetos digo:  



Que, encontrándome dentro del plazo legal y en mérito de lo dispuesto por los 

artículos 19 N°2, N°16, N°19, N°24 y 20 de la Constitución Política de la República, más lo 

prevenido por el Auto Acordado sobre tramitación y fallo del recurso de protección de 

garantías constitucionales, de la Excma. Corte Suprema, acta N° 94-2015 de fecha 28 de agosto 

de 2015, recurro de protección en favor y en beneficio del SINDICATO DE TRABAJADORES DE 

EMPRESA SOCIEDAD MARÍTIMA Y COMERCIAL LTDA SOMARCO y SUS AFILIADOS, RUT 

65.084.527-7, RSU 2030105, con domicilio en calle Serrano S/N, Tocopilla, del SINDICATO DE 

TRABAJADORES TRANSITORIOS Y EVENTUALES DEL CARBÓN N°2 y SUS AFILIADOS, RUT 

65.126.916-4, RSU 02030130, con domicilio en calle Esmeralda N°2813, Tocopilla y del 

S.T.T.N2 DE MARINEROS AUXILIARES DE BAHIA DE PTO. DE TOCOPILLA y SUS AFILIADOS, 

RUT 74.888.800-4, RSU 02030020, con domicilio en calle Arturo Prat N°1755, Tocopilla , en 

contra del MINISTERIO DE ENERGÍA, RUT 61.979.830-9, representado por su Ministro don 

JUAN CARLOS JOBET, RUT 12.422.417-k, ignoro profesión u oficio, con domicilio en 

AVENIDA LIBERTADOR BERNARDO O´HIGGINS 1449 TORRE 2 PISO 13-14, representados 

ambos judicialmente por el CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO, representado a su vez por su 

Abogado Procurador Fiscal don Carlos Bonilla Lanas, ambos con domicilio para estos efectos 

en Arturo Prat 482, Antofagasta, por la modificación arbitraria del decreto Nº 62, de 

2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que aprueba Reglamento 

de Transferencias de Potencia entre Empresas Generadoras establecidas en la Ley 

General de Servicios Eléctricos, e introduce modificaciones al decreto que indica, 

cuestión que significa privación, perturbación y amenaza en el legítimo ejercicio del derecho 

constitucional establecido en el artículo 19 N°2, N°16, N°19 y N°24 de la Constitución Política 

de la República, solicitando a SSI. se sirva, desde ya, declarar admisible el recurso interpuesto, 

sometiéndolo a tramitación y, en definitiva, acogerlo en todas sus partes, en consideración a 

las siguientes menciones de hecho y derecho:  

 

I. CONTEXTO. 

 

A. LA DESCARBONIZACIÓN. 

 

1. Esta acción se formula en el marco del proceso de descarbonización diseñado por el 

Gobierno de Chile para nuestro país. 

 



A su vez, la descarbonización encuentra sus antecedentes en el acuerdo de París, 

suscrito por nuestro país, en el año 2015, el cual está destinado a la protección y 

cuidado del Medio Ambiente 

 

2. La descarbonización es un proceso de carácter internacional. 

 

La descarbonización es un proceso que han llevado a cabo diversos países, 

reconociéndose en nuestro proceso, las experiencias de Inglaterra, Estados Unidos y 

Canadá, entre otras. 

 

En este sentido, el Ministerio de Energía ha observado y estudiado las diversas 

experiencias internacionales de este proceso, lo cual ha derivado en el impulso de la 

“Estrategia de Transición Justa”, sobre la cual nos referiremos más adelante. 

 

Por tanto, el recurrido, previo a la dictación del acto objeto de esta presentación, 

conocía plenamente los efectos del mismo respecto a la afectación de derechos 

fundamentales de los recurrentes. 

 

B. LA DESCARNONIZACIÓN EN CHILE. 

 

1. Con fecha 04 de junio de 2019 se suscribió, entre el Ministerio de Energía de la 

República de Chile y COLBÚN S.A., el Acuerdo de Descarbonización. 

 

2. Con fecha 04 de junio de 2019 se suscribió, entre el Ministerio de Energía de la 

República de Chile y ENGIE Energía Chile S.A., el Acuerdo de retiro de centrales 

termoeléctricas a carbón. 

 

3. Con fecha 04 de junio de 2019 se suscribió, entre el Ministerio de Energía de la 

República de Chile y ENEL Generación Chile S.A., el Acuerdo de retiro de centrales 

termoeléctricas a carbón. 

 

4. Con fecha 04 de junio de 2019 se suscribió, entre el Ministerio de Energía de la 

República de Chile y AES GENER S.A., el Acuerdo de desconexión y cese de 

operaciones, Unidades a Carbón Ventanas 1 y Ventanas 2. 



 

5. Estos acuerdos, implicaron por parte del Ministerio de Energía, la obligación de 

modificar el Decreto Supremo N°62, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y 

Reconstrucción, que aprueba el Reglamento de Transferencias de Potencia entre 

Empresas Generadores. 

 

6. A su vez, las partes que suscribieron los acuerdos antes referidos suscribieron un 

anexo, el cual fijó un plazo y contenido esencial para la modificación el Decreto 

Supremo N°62, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que 

aprueba el Reglamento de Transferencias de Potencia entre Empresas Generadores. 

 

7. Las modificaciones acordadas entre el Ministerio de Energía y las empresas antes 

señaladas están destinadas a definir un nuevo “Estado Operativo de Reserva 

Estratégica” (en adelante, indistintamente, ERE). El plazo acordado por las partes fue 

enero de 2021. 

 

8. Así, en cumplimiento de este acuerdo, el 26 de diciembre del 2020 el Ministerio de 

Energía publicó el Decreto número 42, de 2020, el cual “Modifica decreto Nº 62, de 

2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que aprueba 

Reglamento de Transferencias de Potencia entre Empresas Generadoras establecidas 

en la Ley General de Servicios Eléctricos, e introduce modificaciones al decreto que 

indica”. 

 

9. Por tanto, el Ministerio de Energía sólo suscribió acuerdos con las empresas COLBÚN 

S.A., ENGIE Energía Chile S.A., ENEL Generación Chile S.A. y AES GENER S.A., para 

impulsar la ejecución del proceso de descarbonización, desconociendo los derechos de 

los trabajadores afectados por el decreto objeto de esta acción. 

 

C. LA TRANSICIÓN JUSTA. 

 

1. En el marco del proceso de descarbonización, el Ministerio de Energía inició un 

proceso destinado a la elaboración de la “estrategia de transición justa de energía”. 

 



Este proceso se inició el 23 de junio de 2020 y tiene como objetivo publicar el primer 

semestre del año 2021 “La estrategia de Transición Justa de energía” para el 

proceso de descarbonización. 

 

Por lo tanto, estamos ante un importante desfase temporal respecto a los procesos de 

descarbonización y transición justa que, a través del diálogo social, deben sustentar la 

paz social que precisamente pretende garantizar la transición justa. 

 

Cabe señalar que este desfase temporal deja en absoluta indefensión a los recurrentes, 

por cuanto importa incerteza jurídica respecto a sus derechos laborales afectados por 

el proceso de descarbonización. 

 

2. La transición justa es un concepto acuñado por la OIT. 

 

El concepto de “transición justa” (Just Transition en inglés) surgió en Estados Unidos 

durante la década del 70. En específico, de las negociaciones sobre el cierre de una 

planta nuclear, sostenidas entre sindicatos, miembros de las comunidades y 

organizaciones ambientalistas. Esta nueva perspectiva dio paso a un movimiento 

creciente y representativo en Estados Unidos, que ha continuado fortaleciéndose e 

incorporando otras dimensiones, tanto a nivel nacional como internacional. 

 

En este tránsito la OIT, publica el año 2015 “Directrices de política para una 

transición justa hacia economías y sociedades ambientalmente sostenibles para 

todos”.  

 

Particularmente, las Directrices de la OIT, establecen que una transición justa es 

aquella que transita hacia una economía ambientalmente sostenible y contribuye al 

logro de los objetivos del trabajo decente para todos, la inclusión social y la 

erradicación de la pobreza. La ecologización de la economía (como hace referencia la 

OIT), ofrece la oportunidad de actuar como un nuevo motor de crecimiento, 

motivando la innovación, la resiliencia, el ahorro, la creación de puestos de trabajo, la 

mejora de la calidad del empleo, la justicia social y la erradicación de la pobreza. 

 



A su vez, la OIT entrega luces acerca de los principios rectores que deben guiar los 

procesos de transición justa en los siguientes términos: 

 

“La transición hacia unas economías y sociedades ambientalmente sostenibles debería 

regirse por los principios siguientes:  

 

a) Es preciso contar con un consenso social sólido sobre el objetivo de la sostenibilidad y 

las vías para alcanzarlo. El diálogo social debe formar parte integrante del marco 

institucional para la formulación y la aplicación de políticas en todos los niveles. Se 

debería llevar a cabo un proceso de consultas fundamentado, adecuado y continuo con 

todos los interesados pertinentes.  

 

b) Las políticas deben respetar, promover y hacer realidad los principios y derechos 

fundamentales en el trabajo.  

 

c) Las políticas y los programas deben tomar en consideración la clara dimensión de 

género de muchos de los desafíos y de las oportunidades ambientales. Deberían, de 

hecho, preverse políticas concretas en materia de género para promover el logro de 

resultados equitativos.  

 

d) Las políticas de los ministerios de economía, medio ambiente, asuntos sociales, 

educación y formación, y trabajo deben ser coherentes entre sí a fin de crear un entorno 

propicio para que las empresas, los trabajadores, los inversores y los consumidores 

acepten e impulsen la transición hacia economías y sociedades incluyentes y 

ambientalmente sostenibles.  

 

e) Esas políticas coherentes deben también constituir un marco de transición justa para 

todos con el fin de promover la creación de más empleos decentes e incluso, si procede, 

prever la repercusión en el empleo y favorecer una protección social adecuada y 

sostenible frente a la pérdida de empleos y los desplazamientos, así como el desarrollo de 

competencias y el diálogo social, incluido el ejercicio efectivo del derecho de sindicación 

y de negociación colectiva.  

 



f) No existe una única solución válida para todos. Las políticas y los programas han de 

elaborarse teniendo en cuenta las condiciones concretas de cada país, como por ejemplo, 

su grado de desarrollo, los sectores económicos y el tipo y tamaño de las empresas. g) En 

la ejecución de las estrategias de desarrollo sostenible se ha de fomentar la cooperación 

internacional entre los países. En este contexto, recordamos el documento final de la 

Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible (Río+20), en 

particular, su sección VI sobre los medios de ejecución” (Directrices de política para 

una transición justa hacia economías y sociedades ambientalmente sostenibles 

para todos OIT, 2015). 

 

3. Recomendaciones para una transición justa elaboradas especialmente para Chile por 

el Banco Interamericano de Desarrollo (En adelante BID). 

 

Para estos efectos, el BID elaboró especialmente para el Ministerio de Energía el 

estudio “Impacto económico y laboral del retiro y/o reconversión de unidades a 

carbón en Chile”. 

 

Este informe señala, entre otras cuestiones, lo siguiente: 

 

“5) Lecciones de la experiencia internacional para desarrollar una estrategia 

de reconversión  

Los principios de transición justa constituyen un marco básico para el diseño de una 

estrategia de reconversión y el diálogo social fue fundamental para lograr una 

transición de estas características. En el proceso de transición, el desarrollo de una 

planificación consensuada y la definición de objetivos claros son necesarios. El 

gobierno tiene un rol relevante en este proceso para conciliar los distintos puntos de 

vista e incorporar objetivos macro como la promoción de la inversión, el crecimiento 

económico y la transformación productiva hacia una economía sostenible de las 

localidades afectadas. Los planes de apoyo a la transición, en las experiencias 

revisadas, si bien consideran una serie de medidas de apoyo directo a los 

trabajadores afectados, también incorporan programas para el desarrollo regional y 

de la comunidad que juegan un papel relevante en la transición hacia una economía 

sostenible, el desarrollo de nuevas inversiones y la creación de empleos. Los 



programas de apoyo directo a los trabajadores son diversos, pero comprenden 

generalmente dos tipos de acciones: 1 El ingreso promedio nacional de la población 

ocupada fue 554 mil pesos en 2017, según la Encuesta Suplementaria del Ingreso que 

realiza el INE. 

 

6) Recomendaciones para una estrategia de reconversión para los 

trabajadores de las centrales a carbón en Chile 

 

Durante el año 2019, y sobre la base del trabajo de la mesa, las empresas 

propietarias de unidades a carbón presentarán cronogramas voluntarios y las 

condiciones para iniciar el cese programado y gradual de la operación de centrales a 

carbón, que no cuenten con sistema de captura y almacenamiento de carbono. Una 

vez que se verifiquen las condiciones de seguridad eléctrica, el Ministerio de Energía 

presentará un cronograma único que pasará a tener carácter vinculante.  

 

La planificación estratégica de esta transición, la definición de un cronograma de 

cierre y/o reconversión, así como el desarrollo de nuevas inversiones que permitan 

reemplazar la capacidad de generación de las centrales, son parte de un proceso que 

está en pleno desarrollo y cuyos elementos serán claves para definir un proceso de 

reconversión más específico para los trabajadores. 

 

 A continuación, se plantean algunos elementos que se pueden considerar en la 

planificación y en el diseño de una estrategia de reconversión, sobre la base de la 

información recopilada por el estudio. 

 

6.1) Elementos a considerar en el proceso de planificación estratégica. 

 

Los países que han iniciado un proceso de descarbonización han invertido una parte 

importante de tiempo en planificar estratégicamente el proceso de cierre con el fin 

de minimizar el impacto económico, así como asegurar la seguridad del suministro y 

generar incentivos para el desarrollo de las nuevas inversiones. 

 



Como resultado de estos procesos de planificación se ha podido lograr una estrategia 

coherente, con objetivos claros y plazos establecidos.  

 

En Chile, un número sustancial de las unidades de generación a carbón poseen poco 

tiempo de operación, por lo que se encuentran lejos de alcanzar la vida útil. En 

efecto, 48% de las unidades de generación a carbón tiene 10 años o menos de 

antigüedad.  

 

Para lograr una transición justa, es importante poder establecer un período de 

tiempo razonable para el cierre. En las experiencias revisadas desde que se logró el 

acuerdo para el cierre hasta la fecha definida hay una ventana de tiempo (entre 9 y 

13 años) que facilita la transición de los actores involucrados (empresas, 

trabajadores y comunidad).  

 

Desde el punto de vista del impacto económico – laboral, se pueden considerar 

durante el proceso de planificación y para la definición de un cronograma de cierre, 

los siguientes aspectos:  

* los incentivos que puedan existir para la generación de nuevas inversiones y el 

período en que estas inversiones pueden irse materializando, 

* se pueden considerar plazos escalonados de cierre de las unidades que permitan 

la transferencia de trabajadores, minimizando el impacto durante el período de 

capacitación, 

* se puede considerar como variable a analizar qué proporción de los trabajadores 

alcanza la edad de jubilación en diversos escenarios de cierre,  

* se puede incorporar en la planificación el período de tiempo necesario para 

realizar un diagnóstico de las competencias actuales de los trabajadores de las 

centrales y de las competencias requeridas en las comunas y regiones afectadas, 

* se puede dimensionar la necesidad de financiamiento para la transición y cuál 

será el origen de este financiamiento (público y/o privado), 

* se puede definir en términos generales los apoyos que existirán para 

trabajadores (contratados y subcontratados) y las comunidades, - se puede designar 

un grupo de trabajo para que, sobre la base del diagnóstico laboral (competencias 

actuales y competencias requeridas) y teniendo como marco los recursos definidos 



(financiamiento), diseñe en forma más específica el programa de apoyo a los 

trabajadores y la comunidad. 

 

Es recomendable que al final del proceso de planificación se pueda suscribir 

un acuerdo entre las partes (gobierno y empresas, en este caso) sobre el 

cronograma de transición y los apoyos que se considerarán para los 

trabajadores y la comunidad afectada. (Énfasis añadido). 

 

El acuerdo puede contemplar la definición de una estrategia clara y efectiva para 

comunicarse con las partes interesadas, en especial los trabajadores y la respectiva 

comunidad, con el fin de informar oportunamente las medidas que se están tomando 

para abordar sus necesidades de transición”. 

 

4. Por tanto, el Ministerio de Energía, conocía latamente los alcances del proceso de 

descarbonización respecto a los derechos de los trabajadores que prestan servicios 

esenciales para la producción energética en base a Carbón. 

 

En este mismo sentido, es necesario señalar que uno de los aspectos latamente 

estudiados a nivel internacional es el impacto laboral de la descarbonización, lo cual 

importa la necesidad de involucrar activamente a los Sindicatos y trabajadores 

afectados por estos procesos. Por esta misma razón, ha sido la propia OIT, la que ha 

acuñado y desarrollado el concepto de “Transición Justa”. 

 

Así, tanto Europa como Norte-América son escenarios de descarbonización estudiados 

y conocidos por el Ministerio de Energía, toda vez que constan en sus plataformas 

digitales las experiencias internacionales sobre la materia. 

 

Todo lo anterior, en vista a la paz social, ya que la descarbonización como proceso, 

encierra en sí mismo un conflicto de derechos; derechos laborales, económicos y 

sociales por un lado y derechos ambientales por otro. 

 

D. LOS AFECTADOS. 

 



1. Los afectados son trabajadores Portuarios, esto es, trabajadores calificados, conforme 

lo dispuesto por el artículo 133 inciso primero y tercero del Código del Trabajo. 

 

2. Los afectados son Sindicatos de Trabajadores Portuarios de Tocopilla y sus afiliados 

que prestan servicios esenciales para la producción energética en base a carbón. 

 

3. Estos sindicatos representan un total de 111 trabajadores, de los cuales 86 

trabajadores, prestan servicios destinados exclusivamente para la producción de 

energía en base a Carbón. 

 

En este contexto, estamos ante trabajadores que prestan servicios esenciales e 

indispensables para la transferencia de carga de carbón desde los buques de 

transporte de carbón hasta las termoeléctricas. 

 

4. A su vez, los trabajadores afiliados a los sindicatos recurrentes prestan servicios en 

recintos portuarios propiedad de ENGIE Energía Chile S.A. 

 

5. El recinto portuario propiedad de ENGIE Energía Chile S.A. fue construido 

exclusivamente para la transferencia de carga “carbón” y por ende alimentación de 

esta materia prima para las termoeléctricas emplazadas en TOCOPILLA. 

 

6. A la fecha de esta presentación han cesado sus operaciones las unidades 12 y 13, las 

que cesaron sus operaciones en junio de 2019. 

 

7. El cierre de las unidades 13 y 14 ha implicado una importante lesión a los derechos de 

los trabajadores portuarios afiliados a los Sindicatos recurrentes. 

 

8. Estas lesiones se traducen, en pérdida de empleo, baja en las remuneraciones, baja en 

los ahorros previsionales e incertidumbre respecto al futuro de la fuente laboral de 

todos estos trabajadores. 

 

9. El SINDICATO DE TRABAJADORES TRANSITORIOS Y EVENTUALES DEL CARBÓN N°2 

es el actor más afectado, puesto que agrupa a trabajadores eventuales que trabajan 

únicamente en la estiba y desestiba de carbón, es decir, en la descarga del carbón 



directamente de los buques. Los ingresos de estos trabajadores han disminuido a la 

fecha en un 70%, situación que se agrava aún más en atención a su carácter de 

trabajadores eventuales. 

 

Así, una vez se concrete el cierre de las unidades 14 y 15 se proyecta para este 

Sindicato la pérdida total del empleo y por ende su desaparición, acompañado de un 

difícil escenario de reconversión laboral, ya que la edad promedio de los socios supera 

los 55 años.  

 

10. El S.T.T.N2 DE MARINEROS AUXILIARES DE BAHIA DE PTO. DE TOCOPILLA, por su 

parte tiene movimiento de carga por parte de SQM y de carbón, logrando amortiguar 

la pérdida de empleo con la transferencia de carga de produce SQM, pero, aun así, han 

disminuido sus ingresos en los últimos tres años en un 30%. 

 

11. A su vez, el SINDICATO DE TRABAJADORES DE EMPRESA SOCIEDAD MARÍTIMA Y 

COMERCIAL LTDA SOMARCO, a raíz del cierre de las unidades 13 y 14, ha sufrido una 

baja en el número de sus afiliados, por reducciones de personal, un aumento en la 

carga laboral para los trabajadores que han continuado prestando servicios y la 

incerteza respecto a su estabilidad laboral, por cuanto a la fecha de esta presentación, 

la empresa de muellaje SOMARCO LTDA., aún no suscribe el contrato de prestación de 

servicios que cada tres años suscribe con la empresa mandante ENGIE Energía Chile 

S.A. 

 

12. Cada trabajador y trabajadora del puerto de Tocopilla vive en las llamadas zonas de 

sacrificio, estando expuestos/as a altos niveles de contaminación diariamente. Según 

indican diversos estudios las enfermedades cardiacas y respiratorias son 

notoriamente más elevadas que en otras zonas de Chile, por lo tanto, identificamos 

que, si bien el cierre de las termoeléctricas ayudará al medio ambiente, el daño está 

hecho, en lo que a los recurrentes afectados se refiere.  

 

E. COLISIÓN DE DERECHOS. 

 

1. Tal como se señaló anteriormente, el proceso de descarbonización encierra en sí 

mismo una colisión de derechos, los que en nuestra legislación tienen el carácter de 



fundamentales. En este sentido, por un lado, se encuentran los derechos a la vida y 

medio ambiente libre de contaminación y por el otro los derechos laborales, sociales y 

económicos afectados por la descarbonización. 

 

Ahora bien, los sindicatos afectados y sus afiliados están de acuerdo con el proceso de 

descarbonización, por cuanto reconocen que la producción de energía, por medio de 

las termoeléctricas que operan en base a Carbón, es dañina para la salud y el medio 

ambiente. 

 

No obstante, en consideración a la condición de trabajadores dependientes 

exclusivamente del carbón, se debe atender la responsabilidad jurídica y patrimonial 

por parte del Estado, en virtud de las actuaciones del Ministerio de Energía, respecto 

de los trabajadores cuya actividad económica se suprime, en función del ejercicio de 

una nueva política pública en materia energética, lo que se debió considerar dentro de 

los fundamentos del acto administrativo que se recurre.  

 

A mayor abundamiento, es un injusto que los trabajadores que han sufrido en mayor 

medida los efectos negativos de la producción energética en base a Carbón, tanto por 

los daños sufridos en su salud y la de sus familia, como por el daño ocasionado al 

medio ambiente del territorio que habitan, sean marginados de sus trabajo, sin la 

intermediación de un programa de reinserción, recalificación, indemnización, 

protección social y/o retiro, que sea parte de la política pública que impulsa el 

programa de descarbonización de Chile. 

 

2.- FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES Y LEGALES DEL RECURSO QUE SE INTERPONE 

 

I. FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES. 

 

Como S.S.I. lo sabe, de conformidad con lo establecido en el artículo 5º inciso 2º de la 

Constitución Política de la República, es deber de los Órganos del Estado respetar y promover 

los derechos fundamentales, garantizados por la Carta, así como por los tratados 

internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes. En el caso de que se trata, 

el recurrido no ha cumplido sus deberes constitucionales, concurriendo, a causa de ello, los 



requisitos que la Carta Fundamental dispone para la interposición de la Acción de Protección, 

tal como a continuación se indica. 

 

 En este sentido, la autoridad recurrida ha dictado un Decreto modificatorio de la 

actual regulación del Sistema Eléctrico, en específico del Estado de Reserva Estratégico , el 

cual implica necesariamente la amenaza grave, perturbación y privación de las garantías 

constitucionales contenidas en los numerales 2, 16, 19 y 24 de nuestra Constitución Política. 

 

A. ACTO CONTRA EL CUAL SE RECURRE 

 

Esta acción tiene por objeto el Decreto número 42, de 2020, del Ministerio de Energía, en 

virtud del cual se Modifica decreto Nº 62, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y 

Reconstrucción, que aprueba Reglamento de Transferencias de Potencia entre Empresas 

Generadoras establecidas en la Ley General de Servicios Eléctricos, e introduce modificaciones al 

decreto que indica. 

 

En específico, el acto contra el cual se recurre es la piedra angular del proceso de 

descarbonización que pretende llevar a cabo el Ministerio de Energía, el cual implica, 

necesariamente, la pérdida de empleo de un gran número de trabajadores que dependen 

directamente de esta actividad productiva y en este caso para un gran número de 

trabajadores Portuarios, que prestan servicios en un Puerto propiedad de ENGIE Energía 

Chile S.A., el cual deberá cesar sus operaciones, al momento que las termoeléctricas de 

Tocopilla dejen de operar. 

 

B. ARBITRARIEDAD. 

 

La arbitrariedad del acto recurrido se encuentra en sus fundamentos. Así, en el considerando 

séptimo del decreto en cuestión dispone: 

 

“Que, además de lo anterior y a fin de realizar un desarrollo sostenible del sector energético, el 

Ministerio de Energía ha impulsado un proceso de retiro o reconversión de centrales a carbón, 

proponiéndose como meta el retiro total al año 2040, teniendo como objetivo la carbono 

neutralidad al 2050. En este contexto, y con la finalidad de dar resguardo a la seguridad y 



eficiencia del Sistema Eléctrico Nacional, en adelante e indistintamente el "SEN", se requiere 

incorporar a la regulación del sector eléctrico el Estado de Reserva Estratégica para las 

unidades generadoras que comiencen el proceso de retiro del SEN”. 

 

A su vez, los acuerdos suscritos por el Ministerio de Energía y las empresas de producción 

energética ya referidas disponen, en su punto primero letra (ii) lo siguiente: 

 

“Converger en la creación de un grupo de trabajo para que analice los elementos tecnológicos, 

ambientales, sociales, económicos de seguridad y de suficiencia de cada planta y del Sistema 

Eléctrico Nacional (SEN) en su conjunto, entre otros, que permita establecer un cronograma y 

las condiciones para el cese programado y gradual de la operación de centrales a carbón que no 

cuenten con sistemas de captura y almacenamiento de carbono u otras tecnologías 

equivalentes”. 

 

Así, como ya lo he expresado, este Decreto viene en cristalizar una política de cambio en la 

matriz energética que debe necesariamente ser complementada, tal como lo ha reconocido 

latamente el propio Ministerio de Energía, por un proceso de Transición Justa, impulsado, 

elaborado y ejecutado por los Ministerios de Energía, Trabajo y Medio Ambiente, junto a los 

otros actores relevantes del proceso de descarbonización. 

 

De esta manera, S.S. podrá apreciar como los antecedentes fundantes de este proceso de retiro 

o reconversión de las centrales a carbón, demandaban la revisión de todos los actores 

principalmente involucrados, dentro de los cuales, no se encontraron los sindicatos afectados.  

 

Una segunda vertiente de arbitrariedad la encontramos en el hecho de que el acto recurrido 

emana de un acuerdo suscrito entre el Ministerio de Energía y las cuatro empresas privadas 

productoras de energía que operan en base a carbón en nuestro país. En este sentido, el 

Estado, a través del Ministerio de Energía, reconoció los derechos de las empresas referidas, 

desconociendo a la vez los derechos de los trabajadores afectados por el proceso de 

descarbonización, los cuales son representados en este acto por los sindicatos recurrentes.  

 

Cabe señalar que las propias empresas que suscribieron el acuerdo con el Ministerio de 

Energía supeditan el cierre de las termoeléctricas a la modificación del ERE, esto es, el estado 



de Reserva estratégica al que se incorporarían las termoeléctricas que cesarán sus 

operaciones para acogerse a este nuevo marco jurídico. 

 

C. DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS 

 

i) Igualdad ante la Ley (artículo 19 Nº 2 de la CPR) 

Al ser una decisión arbitraria vulnera el derecho a la igualdad ante la ley de los Sindicatos 

recurrentes, que implica dar un trato igual para los iguales y desigual para los desiguales.  

Esto, debido a que, se les ha tratado desigualmente respecto a otros trabajadores que sí 

fueron considerados en el proceso de transición justa, sin una fundamentación racional para 

generar esa diferenciación.   

En efecto, sabido es por los recurrentes que se han considerado a trabajadores de las 

diferentes termoeléctricas en el proceso de Transición Justa, sin embargo, a los trabajadores 

que agrupan los Sindicatos recurrentes que, como se dijera, están estrechamente vinculados 

con la industria productora de energía en base al carbón, no se les consideró, y tampoco se 

han generado medidas paliativas de los nefastos efectos que este proceso implica para sus 

fuentes de trabajo.  

Adicionalmente, y como se ha expuesto, sí se han considerado los derechos de las empresas 

involucradas en el proceso productivo de energía eléctrica en base al carbón, sin embargo, no 

así a los trabajadores que se encuentran íntimamente ligados a dicho proceso.  

Teniendo presente lo expuesto, es dable concluir que el acto administrativo cuestionado 

resulta arbitrario al carecer de fundamentos objetivos y al dar una aplicación contraria a 

derecho de las facultades que el ordenamiento jurídico le reconoce al Ministerio de Energía, 

todo lo cual, vulnera el derecho de toda persona a no ser privada de su empleo por razones 

arbitrarias o ilegales.  

 

ii) Libertad de Trabajo (artículo 19 Nº 16 de la CPR):  

 



A su vez también vulnera el derecho a la libertad de trabajo de los recurrentes. Al respecto es 

importante tener en cuenta que este precepto iusfundamental se proyecta en los tres 

momentos de la relación laboral. Al inicio en cuanto nadie puede discriminado sino por causa 

de su capacidad o idoneidad; durante la relación laboral, lo que implica que no se puede ser 

discriminado ilegítimamente y que no se le puede impedir al trabajador desarrollar otras 

actividades económicas compatibles con el trabajo; al final de la relación laboral, traducido en 

el derecho que tiene toda persona a ser bien privado del empleo, es decir, para el trabajador 

es un derecho no ser despedido injustificadamente.  

Pues bien, por su parte la doctrina constitucional más autorizada, ha precisado que la libertad 

de trabajo significa que “a nadie le será impuesto un trabajo o un trabajador, que a nadie le 

será negado un trabajo por razones arbitrarias y que quien trabaje lo haga con una justa 

retribución” (Evans. E, Derecho Constitucional. Editorial Jurídica. P. 232). En consecuencia, la 

libertad de trabajo no solo protege la libertad de acceder al mismo, sino que también de 

conservarlo, mientras no sobrevengan circunstancias objetivas que autoricen su terminación, 

las cuales, en todo caso, nunca deben derivar de una discriminación arbitraria.  

Pues bien S.S.I., tomando los fundamentos del acápite anterior, podemos ver cómo, con la 

arbitrariedad envuelta en el Decreto cuestionado, se ha afectado de forma evidente la Libertad 

de Trabajo, en los términos expuestos.  

Al respecto el Tribunal Constitucional ha declarado que: “como ha establecido la 

jurisprudencia constitucional y la doctrina, la Constitución no solo asegura la libertad de 

trabajo, sino que también protege el trabajo mismo. Esta protección supone reconocer que el 

trabajo es un atributo esencial de la persona, que se integra en su dignidad y patrimonio, y sin 

el cual el sujeto se denigra, cuestión que obliga a que el ordenamiento jurídico lo proteja y 

ampare (STC Rol Nº 1.852, considerando 6º).  

Como su S.S.I habrá advertido en el caso de marras todos los trabajadores que agrupan y 

representan los Sindicatos recurrentes verán vulnerada fuertemente su libertad de Trabajo en 

los términos expuestos, al ser privados del mismo por una razón totalmente arbitraria para 

ellos.  

El acto recurrido implica necesariamente que ciertos trabajadores que prestan servicios 

esenciales para la producción energética en base a carbón pierdan su empleo. 

 



En el caso de los trabajadores portuarios del carbón, es mayor aún la afectación, por cuanto 

estamos ante trabajadores calificados, esto es, que para prestar servicios como trabajadores 

portuarios deben contar con una autorización especial, esto es, el denominado Carnet Rojo, 

por lo cual difícil es reubicarlos o que puedan rápidamente insertarse en el mercado laboral 

en otros ámbitos que no sean el propio para el cual están ampliamente formados.  

 

iii) La libertad sindical (Artículo 19 numeral 19 de la CPR) 

 

La libertad sindical se concibe como los derechos y garantías de los trabajadores y de sus 

organizaciones para constituir organizaciones sindicales, afiliarse a ellas y desarrollar 

actividad sindical para la defensa de sus intereses, entre los que se cuentan, necesariamente, 

los derechos de negociación colectiva y de huelga. 

 

Pero, en definitiva, han sido los Convenios de OIT los que han definido el contenido de estos 

derechos de libertad sindical, en especial los Convenios n° 87, sobre derecho de sindicación 

(1948), y n° 98, sobre protección del derecho de sindicación y fomento de la negociación 

colectiva (1949), además de otros tres importantes instrumentos acerca de esta materia: 

Convenios n° 135 (1971), sobre los representantes de los trabajadores, n° 151 (1978) sobre 

las relaciones de trabajo en la administración pública, y n° 154 (1981) sobre el fomento de la 

negociación colectiva. 

 

Estos convenios han sido suscritos por Chile y por tanto importan su incorporación a nuestro 

ordenamiento jurídico. 

 

Ahora, bien la afectación de esta garantía deviene de la magnitud de los efectos del acto 

recurrido, por cuanto, desde la dimensión del trabajo propicia la desconexión de las 

termoeléctricas, sin garantizar el empleo de los trabajadores afectados, lo que implica una 

amenaza y/o privación de esta garantía. 

 

Para el caso de esta acción, es necesario atender lo siguiente; al menos dos de las tres 

organizaciones sindicales portuarias vigentes en el Puerto de Tocopilla prestan servicios 

exclusivamente en la carga y descarga de carbón para la Empresa de Muellaje SOMARCO 



LTDA., la cual a su vez es la empresa de muellaje que provee los servicios portuarios para el 

Puerto que Administra ENGIE Energía Chile S.A., en Tocopilla.  

 

Así, producto de la descarbonización se prevé que dos de las organizaciones recurrentes 

desaparezcan, por cuanto la totalidad de sus trabajadores quedarán sin empleo, afectándose 

así la Libertad Sindical en todas sus dimensiones, esto es, orgánica y activa.  

 

iv) Derecho de Propiedad (artículo 19 Nº 24 de la CPR):  

También se ha lesionado el derecho de propiedad, en la medida que se les impedirá a los 

trabajadores que se agrupan en los sindicatos recurrentes ejercer la función que 

desempeñaban, y por la cual recibían una remuneración mensual, que de no haber mediado 

este acto arbitrario recurrido, en los términos expuestos, hubiesen seguido percibiendo e 

incorporando a sus patrimonios.  

 

 POR TANTO, en mérito de lo expuesto y de lo dispuesto en el artículo 19 N°16, N°19 y 

el artículo N°20 de la Constitución Política de la República de Chile; y lo señalado en el Auto 

Acordado de la Excma. Corte Suprema sobre tramitación y fallo del recurso de protección de 

garantías constitucionales, acta n° 94-2015 de fecha 28 de agosto de 2015, 

 

 RUEGO A SS. ILTMA., tener por presentado Recurso de Protección en favor y beneficio 

del SINDICATO DE TRABAJADORES DE EMPRESA SOCIEDAD MARÍTIMA Y COMERCIAL LTDA 

SOMARCO y SUS AFILIADOS, RUT 65.084.527-7, RSU 2030105, con domicilio en calle Serrano 

S/N, Tocopilla, del SINDICATO DE TRABAJADORES TRANSITORIOS Y EVENTUALES DEL 

CARBÓN N°2 y SUS AFILIADOS, RUT 65.126.916-4, RSU 02030130, con domicilio en calle 

Esmeralda N°2813, Tocopilla y del S.T.T.N2 DE MARINEROS AUXILIARES DE BAHIA DE PTO. 

DE TOCOPILLA y SUS AFILIADOS, RUT 74.888.800-4, RSU 02030020, con domicilio en calle 

Arturo Prat N°1755, Tocopilla, en contra del MINISTERIO DE ENERGÍA, ya individualizado, 

admitirlo a tramitación y en definitiva acogerlo en todas sus partes, decretando que:  

 

1. Que, se decrete la suspensión de todos los efectos jurídicos del acto recurrido, 

mientras no se publique la estrategia de transición justa emprendida por el 

Ministerio de Energía, junto a los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y 



Medio Ambiente y a la vez se garantice la indemnidad de los derechos 

fundamentales de los afectados, a raíz del proceso de descarbonización. 

2. Que, en subsidio de lo anterior, V.S.I. decrete todas las medidas que estime 

pertinente, para reestablecer el imperio del derecho y asegurar la debida 

protección de los afectados.  

3. Que se condene en costas al recurrido. 

 

PRIMER OTROSÍ: Sírvase S.S. Iltma., tener por acompañado, con citación los siguientes 

documentos: 

1. Acuerdo de retiro de centrales termoeléctricas a carbón entre ENGIE Energía Chile 

S.A. y Ministerio de Energía, suscrito el 04 de junio de 2019. 

2. Acta de firma compromiso ruta energética: Descarbonización de la matriz 

energética, suscrito el 04 de junio de 2019 entre ENGIE Energía Chile S.A. y 

Ministerio de Energía. 

3. ANEXO Estado operativo de reserva estratégica. 

4. Comunicado público emitido por ENGIE Energía Chile S.A. 

5. el Decreto número 42, de 2020, del Ministerio de Energía, publicado el 26 de 

diciembre de 2020. 

6. Estudio elaborado para el Ministerio de Energía por el Banco Interamericano de 

Desarrollo “Impacto económico y laboral del retiro y/o reconversión de unidades a 

carbón en Chile”. 

7. Presentación de Ana Belén Sanchez, OIT titulada “El concepto de Transición de la 

OIT”, publicada por el Ministerio de Energía en el marco del proceso de transición 

justa. 

8. Presentación del Ministerio del Trabajo y previsión social titulada “Cambio 

climático y transición justa” publicada por el Ministerio de Energía en el marco del 

proceso de transición justa. 

 

 

SEGUNO OTROSÍ: SOLICITO A S.S.I. conceder, por ser urgente y necesaria, Orden de no 

innovar, decretando la suspensión de los efectos jurídicos del acto administrativo 

cuestionado, con todas las consecuencias que de ello deriven.  



La urgencia y necesidad de la medida solicitada se encuentra principalmente en el interés 

público, puesto que permitir los avances en el proceso de descarbonización, sin atender las 

graves lesiones a los derechos fundamentales de los trabajadores portuarios afectados por 

este proceso, implica un injusto que solo se puede corregir con la medida solicitada. 

 

TERCER OTROSÍ: SÍRVASE SSI. Tener presente que la facultad que me asiste para actuar en 

nombre de mi favorecida deriva de mi calidad de abogado habilitado para el ejercicio de la 

profesión, y del derecho señalado en el numeral 2 del Auto Acordado de la Corte Suprema 

para la Tramitación del Recurso de Protección de Garantías Constitucionales, acta N°94-2015 

de fecha 28 de agosto de 2015. 

 

 

 


